
CAPÍTULO II 
DEL PODER LEGISLATIVO 

 
Art. 22. El Poder Legislativo del Estado de Sinaloa se deposita en una asamblea 
que se denomina "Congreso del Estado", y se rige bajo los principios de Parlamento 
Abierto, en los términos de la Ley Orgánica de dicho Congreso. (Ref. según Decreto 
No. 589, de fecha 16 de marzo de 2021, publicado en el P. O. No. 039 de fecha 31 
de marzo de 2021). 
 

SECCIÓN I 
DE LA ELECCIÓN E INSTALACIÓN DEL  

CONGRESO 
 
Art. 23. El Congreso del Estado se compondrá de representantes electos 
popularmente cada tres años, denominados Diputadas y Diputados, y para su 
elección se observará el principio de paridad de género. Por cada Diputada y 
Diputado se elegirán suplentes del mismo género. (Ref. Según Decreto No. 452, de 
fecha 02 de junio de 2020 y publicado en el P.O. No. 079, primera sección, de fecha 
01 de julio de 2020). 
 
Art. 24. El Congreso del Estado se integrará con 40 Diputadas y Diputados, 24 de 
ellos electos por el sistema de mayoría relativa en distritos electorales uninominales 
y 16 Diputadas y Diputados electos de acuerdo con el principio de representación 
proporcional, mediante el sistema de lista de candidatos votada en circunscripción 
plurinominal. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El 
Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
La demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales será 
realizada por el Instituto Nacional Electoral con base en el último censo general de 
población y los criterios generales determinados por su Consejo General. (Ref. 
Según Decreto No. 332, de fecha 19 de mayo de 2015, publicado en el Periódico 
Oficial No. 65, de fecha 01 de junio de 2015). 
 
Para la elección de las 16 Diputadas y Diputados según el principio de 
representación proporcional y el sistema de listas de las candidatas y los 
candidatos, el territorio del Estado se podrá dividir de una a tres circunscripciones 
plurinominales. La Ley determinará la forma de establecer la demarcación territorial 
de estas circunscripciones. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico 
Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Para que un partido político obtenga el registro de sus listas para la elección de 
diputadas y diputados de representación proporcional, deberá acreditar que 
participa con candidatas a diputadas y a diputados de mayoría relativa en por lo 
menos diez distritos uninominales, de ellos, en su caso, mínimamente tres deberán 
estar en cada circunscripción plurinominal. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado 
en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 



Todo partido político que alcance el tres por ciento de la votación estatal emitida 
para la elección de Diputadas y Diputados en el Estado, tendrá derecho a que se le 
asigne una Diputada o un Diputado de representación proporcional. (Ref. Según 
Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, 
de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
El número de Diputadas y Diputados de representación proporcional que se asigne 
a cada partido se determinará en función del porcentaje de votos efectivos 
obtenidos, mediante la aplicación de la fórmula electoral y procedimiento de 
asignación que señale la Ley. En todo caso la asignación se hará siguiendo el orden 
que tuvieren las candidatas y los candidatos en la lista o listas correspondientes. 
(Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
En ningún caso un partido político podrá contar con más de 24 diputadas y 
diputados por ambos principios. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el 
Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
En ningún caso un partido político podrá contar con un número de Diputadas y 
Diputados por ambos principios que representen un porcentaje del total de la 
Legislatura que exceda en ocho puntos a su porcentaje de votación estatal emitida. 
Esta base no se aplicará al partido político que, por sus triunfos en distritos 
uninominales, obtenga un porcentaje de curules del total de la Legislatura, superior 
a la suma del porcentaje de su votación estatal emitida, más el ocho por ciento. 
Asimismo, en la integración de la Legislatura, el porcentaje de representación de un 
partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido 
menos ocho puntos porcentuales. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el 
Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Art. 25. Para ser Diputada o Diputado se requiere: (Ref. Según Decreto No. 514, 
publicado en el P.O. No. 097, de fecha 11 de agosto de 2023). 
 

I. Ser sinaloense por nacimiento o por vecindad, en términos del 
artículo 8º de esta Constitución, y en ambos casos estar en pleno 
ejercicio de sus derechos cívicos. (Ref. Según Decreto No. 146, 
de fecha 8 de junio del 2017, publicado en el P.O. No. 075 de fecha 
12 de junio de 2017). 

 
II. Para contender por el sistema de mayoría relativa, es necesario 

contar con una residencia efectiva en el distrito electoral por el que 
se postule, de más de seis meses anterior a la fecha de la 
celebración de la jornada electoral.  

 
 Cuando un municipio sea cabecera de dos o más distritos 

electorales, para ser elegible en cualquiera de ellos, la residencia 
a que se refiere el párrafo anterior bastará con que se tenga en el 
municipio de que se trate.  



 
 Para poder figurar como candidata o candidato en la lista de 

circunscripción electoral plurinominal, se requerirá ser sinaloense 
por nacimiento, o por vecindad con una residencia efectiva en el 
Estado de más de dos años anterior a la fecha de la celebración 
de la jornada electoral. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en 
el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de 
julio de 2026.) 

 
III. Tener dieciocho años cumplidos el día de la elección; (Ref. Según 

Decreto No. 514, publicado en el P.O. No. 097, de fecha 11 de 
agosto  de 2023). 

 
IV. No podrán ser electas diputadas y diputados propietarios o 

suplentes: la Gobernadora o Gobernador del Estado; las 
secretarias o secretarios; subsecretarias o subsecretarios y 
titulares de cualesquiera de las entidades de la Administración 
Pública Estatal o Paraestatal; las personas titulares de los órganos 
constitucionales autónomos; las magistradas y magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia; las juezas y jueces de Primera 
Instancia; los recaudadores de rentas; las presidentas y 
presidentes municipales, en los distritos electorales en donde 
ejerzan sus funciones; las diputadas y diputados; senadoras y 
senadores al Congreso de la Unión que se encontraren en 
ejercicio; las personas que tengan o hayan tenido mando de 
fuerzas de la Federación, Estado o municipios y las ministras o 
ministros de cualquier culto. Las ciudadanas y ciudadanos antes 
referidos, con excepción de los ministros de cultos, podrán ser 
electos, siempre que se separen de sus cargos cuando menos 
noventa días antes de la elección. (Ref. Según Decreto No. 425, 
publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, 
de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
V. No podrán ser electas diputadas y diputados propietarios o 

suplentes: (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico 
Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 
2026.) 

 
 

a) Las personas que aparezcan inscritas en el Registro de 
Deudores Alimentarios Morosos del Estado de Sinaloa al 
tiempo en que se solicite el registro de sus candidaturas, salvo 
que exhiban la documentación con la que hayan acreditado 
judicialmente el cumplimiento de las obligaciones en mora; 

 



b) Las personas condenadas por el delito de violencia política 
contra las mujeres en razón de género, por delitos contra la 
familia y/o contra la libertad sexual y su normal desarrollo;  

 
c) Las personas que habiendo obtenido su registro como 

candidatas a algún cargo de elección popular hayan sido 
sancionadas por las autoridades electorales en el Estado por 
cometer violencia política contra las mujeres en razón de 
género; (Ref. Según Decreto No. 72, publicado en el Periódico 
Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 051, de fecha 25 de abril 
2025).  

 
d) Las personas que habiendo ejercido algún cargo de elección 

popular o dentro del servicio público hayan sido sancionadas 
por las autoridades electorales en el Estado por cometer 
violencia política contra las mujeres en razón de género; y (Ref. 
Según Decreto No. 72, publicado en el Periódico Oficial “El 
Estado de Sinaloa” No. 051, de fecha 25 de abril 2025).  

 
e) Las personas obligadas y que derivado de su empleo o cargo 

de mando dentro del servicio público, incumplan con la 
aplicación del principio de paridad de género. (Adic. Según 
Decreto No. 72, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 051, de fecha 25 de abril 2025).  

 
VI. No tener o haber tenido en los últimos tres años anteriores al 

día de la elección un vínculo de matrimonio o concubinato o 
unión de hecho, o de parentesco por consanguinidad o civil en 
línea recta sin limitación de grado y en línea colateral hasta el 
cuarto grado o de afinidad hasta el segundo grado, con persona 
alguna que está ejerciendo la titularidad de una diputación. 
(Adic. Según Decreto No. 494, publicado en el Periódico Oficial 
“El Estado de Sinaloa” No. 111, de fecha 16 de septiembre de 
2026.) 

 
Art. 25 Bis. Las Diputadas y los Diputados en funciones no podrán ser reelectos 
para el periodo inmediato posterior al ejercicio de su mandato. 
 
Las Diputadas y los Diputados suplentes podrán ser electos para el período 
inmediato con el carácter de propietarios, siempre que no hubieren estado en el 
ejercicio, pero las diputadas y los diputados propietarios no podrán ser electos para 
el período inmediato con el carácter de suplentes. 
 
(Ref. Según Decreto No. 494, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 111, de fecha 16 de septiembre de 2026.) 
 



Art. 26. El Congreso del Estado se instalará el día treinta de septiembre del año que 
corresponda a la elección del mismo, en el recinto que para el efecto determine la 
Ley. (Ref. Según Decreto No. 878, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 118, de fecha 27 de septiembre de 2024).  
 
Art. 27. La instalación de una Legislatura se verificará en los términos establecidos 
por la Ley Orgánica del Congreso del Estado. (Ref. Según Decreto No. 398 de fecha 
22 de diciembre de 2011, publicado en el Periódico Oficial No. 038 del 26 de marzo 
del 2012).  
 
Art. 28. El Congreso no podrá ejercer sus funciones sin la concurrencia de más de 
la mitad del número total de sus miembros. Al abrirse los períodos de sesiones las 
Diputadas y los Diputados presentes deberán reunirse en el día señalado por la ley 
o por la convocatoria en su caso, y procederán como sigue: (Ref. Según Decreto 
No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 
24 de julio de 2026.) 
 

I. Si los presentes están en mayoría, se conminará a los propietarios 
faltantes para que concurran dentro de los diez días siguientes. Si 
no cumplieren ni acreditaren debidamente dentro del mismo plazo, 
que les impide fuerza mayor, se les declarará suspendidos en sus 
funciones hasta la inauguración del período siguiente, y se 
exhortará en igual forma y bajo la misma pena a los Suplentes. Si 
éstos también faltaren, se observará lo dispuesto en el Artículo 30; 
más si unos u otros justifican sus faltas, deberán solicitar licencia, 
que en ningún caso será con goce de sueldo. 

 
II. Si las Diputadas y Diputados presentes están en minoría, 

exhortarán simultáneamente y por separado a los propietarios que 
falten, y a sus respectivos Suplentes, para que de acuerdo entre 
ambos, se presente cualquiera de ellos dentro de los diez días que 
siguen, y si no lo hicieren por cualquier motivo, se procederá como 
lo determina el Artículo 30, a reserva de declarar la vacante del 
puesto, por la Cámara, cuando las faltas sean injustificadas. (Ref. 
Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El 
Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
En los casos de emergencia previstos en la Ley que impidan la presencia física de 
las Diputadas y los Diputados, el Congreso, sus comisiones y órganos de gobierno 
podrán realizar sesiones y reuniones a distancia mediante el uso de herramientas  
y tecnologías de la información y las comunicaciones, previo acuerdo de sus 
órganos de gobierno. (Adic. según Decreto No. 453 de fecha 02 de junio de 2020, 
publicado en el P.O. No. 079, primera sección, de fecha 01 de julio de 2020). 
 
Art. 29. Se entenderá que renuncian al cargo las Diputadas y Diputados que, sin 
causa justificada a juicio del Pleno, falten a tres sesiones ordinarias consecutivas. 
Llegado el caso se llamará a los suplentes, y si éstos tampoco se presentan dentro 



de un plazo igual, se declarará la vacante del puesto y se procederá de acuerdo con 
el artículo 30. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El 
Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Art. 30. En los casos de los artículos 28 y 29 y, en general, siempre que por 
ausencia injustificada o por faltas absolutas de las Diputadas y Diputados de 
mayoría no pueda haber quórum, los Ayuntamientos de las cabeceras de los 
distritos electorales, a petición de las Diputadas y Diputados presentes, nombrarán 
por mayoría de votos los correspondientes sustitutos, quienes funcionarán mientras 
se efectúan las nuevas elecciones, si la designación se hiciera dentro de los dos 
primeros años del período de funciones; más si fuera dentro del último, los sustitutos 
terminarán el período. 
 
Las vacantes de las diputadas y diputados que hubieren sido electos según el 
sistema de representación proporcional se cubrirán con su respectivo suplente, y a 
falta de ambos se cubrirán con los candidatos postulados por su mismo partido que 
hubiesen quedado en lugar preferente en la lista regional de la circunscripción 
plurinominal correspondiente. 
 
(Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
Art. 31. Las Diputadas y Diputados que falten a sesión sin causa justificada o sin el 
permiso de la Presidenta o del Presidente, o que sin tales requisitos abandonen el 
salón antes de que la sesión termine, no tendrán derecho a las dietas 
correspondientes. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial 
“El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Art. 32. En caso de desaparición total del Congreso, el Ejecutivo del Estado, en lo 
inmediatamente posible, convocará a elecciones. 
 
Art. 33. Las Diputadas y Diputados son inviolables por las opiniones que manifiesten 
en el desempeño de sus funciones y jamás podrán ser reconvenidos por la 
expresión de sus ideas. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico 
Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
La Presidenta o el Presidente del Congreso velará por el respeto al fuero 
constitucional de los miembros del mismo y por la inviolabilidad del recinto donde 
se reúnan a sesionar. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial 
“El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
El Congreso expedirá la Ley que regulará su estructura y funcionamiento. En la 
integración de su estructura orgánica administrativa y sus comisiones se observará 
el principio de paridad de género. (Ref. Según Decreto No. 452, de fecha 02 de junio 
de 2020 y publicado en el P.O. No. 079, primera sección, de fecha 01 de julio de 
2020). 
 



La Ley determinará las formas y procedimientos para la agrupación de las Diputadas 
y Diputados, según su afiliación de partido, a efecto de garantizar la libre expresión 
de las corrientes ideológicas representadas en el propio Congreso. (Ref. Según 
Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, 
de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Esta Ley no podrá ser vetada, ni necesitará promulgación del Ejecutivo del Estado 
para tener vigencia. (Ref. según Decreto No. 67 de fecha 10 de abril de 1979, 
publicado en el Periódico Oficial No. 47, de fecha 18 de abril de 1979). 
 
Art. 34. Los delitos, actos u omisiones en que incurran las Diputadas y Diputados 
serán sancionados conforme a las disposiciones del Título VI. (Ref. Según Decreto 
No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 
24 de julio de 2026.) 
 
Art. 35. Las diputadas y diputados propietarios, durante el período de su encargo y, 
las y los Suplentes, cuando estuvieren en ejercicio, no podrán desempeñar, ni aun 
aceptar, ni en propiedad ni en suplencia, ninguna otra comisión o empleo de la 
Federación, del Estado o de los Municipios, por lo que se disfrute sueldo o se 
reciban subsidios, sin licencia previa de la Cámara, pero entonces cesarán en sus 
funciones representativas, mientras dure la nueva ocupación. La infracción de este 
precepto será castigada, previo juicio de responsabilidad, con la pérdida del carácter 
de Diputada o Diputado. Se exceptúan de las disposiciones de este artículo, los 
servicios prestados a las instituciones docentes o de beneficencia. (Ref. Según 
Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, 
de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Art. 36. El Congreso del Estado tendrá por cada año de ejercicio constitucional, dos 
períodos ordinarios de sesiones. El primero iniciará el día treinta de septiembre y 
concluirá a más tardar el treinta y uno de enero del siguiente año; y el segundo se 
abrirá el primero de abril y concluirá a más tardar el treinta y uno de julio inmediato. 
(Ref. Según Decreto No. 878, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 118, de fecha 27 de septiembre del 2024).  
 
Art. 37. En el primer período ordinario de sesiones, el Congreso se ocupará de 
analizar, discutir y, en su caso, modificar y aprobar la Ley de Ingresos y Presupuesto 
de Egresos del Estado y las Leyes de Ingresos de los Municipios, para lo cual 
deberán ser presentados los proyectos respectivos a más tardar el último sábado 
del mes de noviembre de cada año, a efecto de que puedan regir a partir del primero 
de enero inmediato. En tanto no se aprueben las nuevas, se tendrán por 
prorrogadas las correspondientes al año anterior. En el supuesto de que la Ley de 
Ingresos y Presupuesto de Egresos del Estado sea prorrogada, el monto de las 
partidas del presupuesto de egresos correspondientes al pago de obligaciones 
derivadas de empréstitos y de contratos de colaboración público privada se ajustará, 
de manera automática y proporcional, en función de las obligaciones contraídas. El 
presupuesto de Egresos del Estado deberá incluir los tabuladores desglosados de 
las remuneraciones que se propone perciban los servidores públicos de los Poderes 



Ejecutivo, Legislativo y Judicial; así como los organismos autónomos que esta 
Constitución o las leyes del Estado reconozcan como tales y las entidades de la 
administración pública estatal y paraestatal. (Ref. Según Decreto No. 96, de fecha 
14 de marzo del 2017, publicado en el P.O. No. 035 de fecha 17 de marzo de 2017). 
 
Al aprobar el Congreso la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos del Estado, 
deberá verificar que se incluyan en la iniciativa de presupuesto de egresos la o las 
partidas presupuestales necesarias y suficientes para cubrir el pago de obligaciones 
a cargo del Estado, los organismos descentralizados estatales, las empresas de 
participación estatal mayoritaria y los fideicomisos públicos que formen parte de la 
Administración Pública Paraestatal, derivadas de empréstitos y de contratos de 
colaboración público privada, celebrados con autorización del Congreso del Estado, 
durante la vigencia de los mismos. En caso de que, por cualquier circunstancia, se 
omita considerarlas, se tendrán por incluidas y autorizadas las partidas 
correspondientes que hubieren sido aprobadas con relación a los mismos en la Ley 
de Ingresos y Presupuesto de Egresos del ejercicio fiscal inmediato anterior, 
ajustándose su monto de manera automática en función de las obligaciones 
contraídas. Si en la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos del ejercicio fiscal 
inmediato anterior no se hubieren contemplado partidas para cubrir el pago de 
obligaciones derivadas de empréstitos o de contratos de colaboración público 
privada aprobados por el Congreso y en la nueva ley no se consideran, se tendrán 
por incluidas y autorizadas las partidas que fueren necesarias y suficientes para 
cubrir su pago en términos de lo previsto en los contratos respectivos. (Adic. según 
Dec. 689, publicado en el P.O. No. 153 del 19 de diciembre del 2012). 
  
El Congreso del Estado deberá observar en todo momento en su integración y 
funcionamiento los principios de paridad, igualdad sustantiva y perspectiva de 
género. El monto total aprobado para su ejercicio anual no podrá exceder al cero 
punto setenta por ciento del presupuesto de egresos para el Estado de Sinaloa y 
únicamente podrá actualizarse conforme a la inflación anual. (Ref. Según Decreto 
No. 494, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 111, de fecha 
16 de septiembre de 2026.) 
 
No podrán aprobarse ampliaciones presupuestarias, transferencias, 
reasignaciones, adecuaciones presupuestarias, reclasificaciones administrativas o 
cualquier otro mecanismo que tenga por objeto o efecto incrementar directamente 
el presupuesto del Congreso del Estado por encima del límite previsto en el párrafo 
anterior. (Adic. Según Decreto No. 494, publicado en el Periódico Oficial “El Estado 
de Sinaloa” No. 111, de fecha 16 de septiembre de 2026.) 
 
Previo al inicio del segundo período ordinario de sesiones, a más tardar el 31 de 
marzo del año siguiente al ejercicio fiscal que se trate, se recibirá la cuenta pública 
del Gobierno del Estado y la de los Municipios, así como la información sobre la 
aplicación de los recursos públicos estatales o municipales, asignados a los 
organismos paraestatales o paramunicipales y órganos constitucionales 
autónomos, en los términos previstos por las leyes. Sólo se podrá ampliar el plazo 
de presentación cuando medie solicitud de los titulares o representantes de los 



poderes del estado, de cualquier Ayuntamiento o del órgano constitucional 
autónomo que se trate, respectivamente, suficientemente justificada a juicio de la 
Legislatura, conforme a lo establecido en la fracción XXII del artículo 43 de esta 
Constitución. (Se recorre según Decreto No. 494, publicado en el Periódico Oficial 
“El Estado de Sinaloa” No. 111, de fecha 16 de septiembre de 2026.) 
 
Derogado. (Por Decreto No. 96, de fecha 14 de marzo del 2017, publicado en el 
P.O. No. 035 de fecha 17 de marzo de 2017). 
 
Derogado. (Por Decreto No. 189, de fecha 29 de agosto del 2017, publicado en el 
P.O. No. 114 de fecha 08 de septiembre de 2017). 
 
Derogado. (Por Decreto No. 189, de fecha 29 de agosto del 2017, publicado en el 
P.O. No. 114 de fecha 08 de septiembre de 2017). 
 
En caso de que en la revisión de una cuenta pública o de la información sobre 
aplicación de recursos de cualquier ente fiscalizable, se encuentren irregularidades 
o hechos que hagan presumir la existencia de delitos o que impliquen 
responsabilidades de cualquier tipo, la Auditoría Superior del Estado deberá 
presentar las denuncias o querellas que correspondan ante la Fiscalía General del 
Estado. De igual forma las presentará ante los órganos de control interno de los 
Poderes del Estado, de los municipios o de los órganos constitucionales autónomos, 
según el caso. (Se recorre según Decreto No. 494, publicado en el Periódico Oficial 
“El Estado de Sinaloa” No. 111, de fecha 16 de septiembre de 2026.) 
 
Derogado. (Ref. Según Decreto No. 197, de fecha 30 de junio de 2022, publicado 
en el P.O. No. 099,  de fecha 17 de agosto de 2022). 
 
En los dos períodos el Congreso se ocupará, además, del estudio, discusión y 
votación de las iniciativas de Ley que se presenten y de la resolución de todos los 
asuntos que le correspondan. (Se recorre según Decreto No. 494, publicado en el 
Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 111, de fecha 16 de septiembre de 
2026.) 
 
 
 
Art. 38. Habrá períodos extraordinarios de sesiones, siempre que lo disponga: 
 

I. La Diputación Permanente. 
 

II. La mayoría absoluta de las Diputadas y los Diputados. (Ref. Según 
Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
III. El Ejecutivo del Estado. 

 
IV. El Supremo Tribunal de Justicia del Estado. 



 
En los últimos tres casos, la convocatoria se hará por conducto de la misma 
Diputación Permanente. En los períodos extraordinarios se tratarán de preferencia 
los asuntos que los motiven, sin perjuicio de los que señale esta Constitución y de 
los que a juicio de la Cámara deban también resolverse. (Ref. según Decreto No. 
182 de fecha 18 de abril de 1985, publicado en el Periódico Oficial No. 50, de fecha 
26 de abril de 1985). 
 
Art. 39. Si el Congreso estuviere en período extraordinario de sesiones cuando 
deba comenzar el ordinario, cerrará aquél para inaugurar éste. A la apertura y 
clausura de todo período extraordinario de sesiones o prórroga del ordinario, 
deberán proceder los decretos respectivos. 
 
Art. 40. El quince de noviembre de cada año, el Ejecutivo del Estado enviará al 
Congreso del Estado un informe por escrito sobre la situación que guarda la 
Administración Pública. 
 
Durante el periodo ordinario de sesiones en que se reciba el informe, el Congreso, 
conforme a las formalidades que establezca su Ley Orgánica, celebrará reunión de 
trabajo con la persona Titular del Poder Ejecutivo del Estado y citará a comparecer, 
bajo protesta de decir verdad, a las y los titulares de la Administración Pública 
Estatal y Paraestatal, para la valoración y análisis del informe rendido. (Ref. Según 
Decreto No. 651, de fecha 29 de julio del 2021, publicado en el P.O. No. 094 de 
fecha 04 de agosto de 2021).  
 
El informe estará alineado al Plan Estatal de Desarrollo conforme a los programas 
de la Administración Pública y el avance del ejercicio fiscal correspondiente con 
detalle al cierre al mes de septiembre, sin menoscabo de las disposiciones de esta 
Constitución en materia de cuentas públicas. (Adic. Según Decreto No. 651, de 
fecha 29 de julio del 2021, publicado en el P.O. No. 094 de fecha 04 de agosto de 
2021).  
 
En el año que concluya el ejercicio constitucional de gobierno, el informe se enviará 
al Congreso el cinco de septiembre. (Adic. Según Decreto No. 651, de fecha 29 de 
julio del 2021, publicado en el P.O. No. 094 de fecha 04 de agosto de 2021). 
 
Art. 40 Bis.  En el mes de enero de cada año, el Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado enviará al Congreso un Informe por escrito sobre el estado que guarde la 
Administración de la Justicia en la Entidad. Este Informe comprenderá todo el año 
próximo anterior. (Adic. según Decreto No. 222 de fecha 8 de septiembre de 1961, 
publicado en el Periódico Oficial No. 108, de fecha 12 de septiembre de 1961). 
 
Art. 41. Todas las sesiones del Congreso serán públicas, con excepción de las que 
su Ley Orgánica disponga que sean secretas. (Ref. según Decreto No. 67 de fecha 
10 de abril de 1969, publicado en el Periódico Oficial No. 47, de fecha 18 de abril de 
1979). 
 



Art. 42. Toda resolución del Congreso tendrá el carácter de Ley, Decreto o Acuerdo. 
Las leyes y decretos se comunicarán al Ejecutivo firmados por la Presidenta o 
Presidente del Congreso, y por las Secretarias o Secretarios; y los acuerdos, en 
todo caso, firmados sólo por las dos Secretarias o Secretarios. (Ref. Según Decreto 
No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 
24 de julio de 2026.) 
 

SECCIÓN II 
DE LAS FACULTADES DEL CONGRESO 

 
Art. 43. Son facultades exclusivas del Congreso del Estado, las siguientes: 
 

I. Expedir su propia Ley Orgánica que no podrá ser vetada ni 
necesitará de promulgación de la Gobernadora o del Gobernador 
del Estado. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el 
Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de 
julio de 2026.) 

 
II. Expedir, interpretar, reformar, abrogar y derogar leyes y decretos 

en todos los ramos de la Administración Pública del Estado. (Ref. 
según Decreto No. 5 de fecha 2 de enero de 1981, publicado en el 
Periódico Oficial No. 1 Bis, de fecha 2 de enero de 1981). 

 
III. Decretar toda clase de imposiciones tributarias necesarias para 

cubrir el presupuesto. (Ref. según Decreto No. 5 de fecha 2 de 
enero de 1981, publicado en el Periódico Oficial No. 1 Bis, de fecha 
2 de enero de 1981). 

 
IV. Iniciar leyes o sus reformas ante el Congreso de la Unión. 

 
V. Aprobar los convenios que la Gobernadora o el Gobernador del 

Estado celebre con las Entidades vecinas sobre cuestiones de 
límites y someterlos, por conducto del mismo, a la ratificación del 
Congreso de la Unión. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en 
el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de 
julio de 2026.) 

 
VI. Ratificar los arreglos concertados entre las Municipalidades con 

motivo de la fijación de sus límites. 
 

VII. Crear nuevas Municipalidades dentro de los límites de las ya 
existentes, siendo necesario para el efecto: 

 
a) Que la fracción o fracciones que pretendan erigirse en 

Municipalidad, cuenten con una población cuando 
menos, de TREINTA MIL HABITANTES, según el último 
censo del Estado, y tomando en cuenta el asentimiento 



de la mayoría de sus ciudadanas y ciudadanos. (Ref. 
Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial 
“El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 
2026.) 

 
b) Que se compruebe debidamente ante el Congreso, que 

tienen los elementos bastantes para proveer a su 
existencia política. 

 
c) Que la elección de la nueva Municipalidad sea aprobada 

por el voto de las dos terceras partes de las Diputadas y 
Diputados. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en 
el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de 
fecha 24 de julio de 2026.) 

 
d) Que la resolución favorable del Congreso sea ratificada 

por la mayoría de los Ayuntamientos del Estado previo 
examen de la copia del expediente que el efecto se les 
remita. (Ref. según Decreto No. 333 publicado en el 
Periódico Oficial No. 90, de fecha 8 de agosto de 1959). 

 
VII Bis. Suprimir Municipalidades que no llenen los requisitos de la fracción 

anterior, pudiendo el mismo Congreso, en este caso, hacer la 
nueva división política que corresponda. (Adic. según Decreto No. 
8 de fecha 29 de septiembre de 1928, publicado en el Periódico 
Oficial No. 120, de fecha 6 de octubre de 1928). 

 
VIII. Ratificar o no la erección de Sindicaturas y Comisarías que 

propongan los Ayuntamientos, o la supresión o modificación de las 
existentes, determinación de sus demarcaciones y designación de 
sus cabeceras. 

IX. Decretar la fundación de poblaciones y fijar las categorías del 
pueblo, villa o ciudad que les corresponda. 

 
X. Decretar la traslación provisional de los Poderes del Estado, fuera 

de la ciudad de Culiacán Rosales. 
 

XI. Convocar a toda clase de elecciones para servidores públicos del 
Estado y Municipios, cuando fuere conducente. (Ref. según 
Decreto No. 161 de fecha 19 de febrero de 1985, publicado en el 
Periódico Oficial No. 25, de fecha 27 de febrero de 1985). 

 
XII. Expedir el Bando Solemne para dar a conocer en todo el Estado 

la declaración de Gobernadora Electa o Gobernador Electo que 
hubiere hecho el Tribunal Estatal Electoral. (Ref. Según Decreto 
No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” 
No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 



 
XIII. Elegir a la ciudadana o al ciudadano que deba sustituir al 

Gobernador o a la Gobernadora del Estado, con el carácter de 
sustituta o sustituto, o de interina o interino, en los términos que 
esta Constitución señala. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado 
en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 
de julio de 2026.) 

 
XIV. Elegir a las Magistradas y los Magistrados del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado y a la persona titular del Centro de 
Conciliación Laboral, mediante los procedimientos que esta 
Constitución y las leyes respectivas señalen. (Ref. Según Decreto 
No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” 
No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
XV. Elegir Presidenta o Presidente Municipal, Síndicas o Síndicos 

Procuradores y Regidoras o Regidores sustitutos en casos de 
vacante. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico 
Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 
2026.) 

 
XVI. Desempeñar todas las funciones que le encomiende la Ley 

Electoral para Poderes Federales. 
 

XVII. Expedir leyes que regulen la seguridad pública en el Estado; 
establezcan las bases de coordinación entre el Estado y los 
Municipios en materia de seguridad pública; y señalen la 
organización y funcionamiento de las instituciones de seguridad 
pública, así como las reglas para el establecimiento del servicio de 
carrera en dichas instituciones. (Adic. según Decreto 513 de fecha 
27 de febrero, publicado en el Periódico Oficial No. 075 de fecha 
22 de junio de 2001) 

 
XVIII. Recibir protesta constitucional a las Diputadas y los Diputados, a 

la Gobernadora o el Gobernador, a las Magistradas y Magistrados 
del Supremo Tribunal de Justicia del Estado y del Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado, así como a los servidores 
públicos que esta Constitución y sus propias leyes lo determinen. 
(Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El 
Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

XIX. Conceder licencia y admitir las renuncias a las Diputadas y los 
Diputados y demás servidores públicos de su propia dependencia, 
a la Gobernadora o al Gobernador y a las Magistradas y los 
Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y del Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado, así como a los servidores 
públicos que esta Constitución y sus propias leyes lo determinen. 



(Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El 
Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
 XIX Bis. Nombrar a propuesta del Órgano de Gobierno, a los servidores 

públicos del Congreso del Estado hasta el nivel de Directora o 
Director; recibirles la protesta de Ley, removerlos y concederles 
licencia, en los términos previstos en la Ley Orgánica. (Ref. Según 
Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
 XIX Bis A.  Conocer y resolver sobre las solicitudes de destitución 

de las magistradas y los magistrados del Tribunal de Justicia 
Administrativa así como de los servidores públicos que esta 
Constitución y sus propias leyes lo determinen. (Ref. Según 
Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
XX. Conocer de las imputaciones formuladas mediante juicio político 

en contra de los servidores públicos señalados en el Título VI de 
esta Constitución, actuando como Organo de acusación si 
resultare procedente presentar ésta; y emitir declaratoria de si ha 
lugar o no a proceder penalmente en contra de los servidores 
públicos a que se refiere el citado Título, tratándose de delitos, 
erigiéndose al efecto en jurado de acusación. (Ref. según Decreto 
No. 24 de fecha 26 de enero de 1984, publicado en el Periódico 
Oficial No. 12, de fecha 27 de enero de 1984). 

 
 XXI.  Expedir anualmente la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos 

del Estado, previo examen, discusión y, en su caso, modificación 
de la iniciativa enviada por el Ejecutivo Estatal. Asimismo, se podrá 
autorizar en dicha Ley las erogaciones plurianuales para aquellos 
proyectos de inversión en infraestructura que se determinen 
conforme a lo dispuesto en la ley respectiva; así como las 
erogaciones plurianuales necesarias para cubrir las obligaciones 
derivadas de empréstitos y de contratos de colaboración público 
privada que se celebren con la previa autorización del Congreso; 
las erogaciones correspondientes deberán incluirse en las 
subsecuentes Leyes de Ingresos y Presupuesto de Egresos del 
Estado; (Ref. según Dec. 689, publicado en el P.O. No. 153 del 19 
de diciembre del 2012). 

 
 XXI Bis.  En materia de contratos de colaboración público privada: 
 

a) Establecer, mediante la expedición de una ley, las bases 
conforme a las cuales el Estado, los organismos descentralizados 
estatales, las empresas de participación estatal mayoritaria y los 
fideicomisos públicos que formen parte de la Administración 



Pública Paraestatal; asi como los Municipios, los organismos 
descentralizados municipales, las empresas de participación 
municipal mayoritaria y los fideicomisos públicos que formen parte 
de la Administración Pública Paramunicipal, podrán celebrar 
contratos de colaboración público privada; y, 

 
b) Autorizar al Estado, a los Municipios, a los organismos 
descentralizados estatales o municipales, a las empresas de 
participación estatal o municipal mayoritaria y a los fideicomisos 
públicos que formen parte de la Administración Pública 
Paraestatal y Paramunicipal; conforme a las bases que se 
establezcan en la ley y en los casos que impliquen obligaciones 
que constituyan deuda pública, mediante el voto de la mayoría de 
sus miembros, la celebración de contratos de colaboración público 
privada, la afectación como fuente o garantía de pago, o en 
cualquier otra forma, de los ingresos que les correspondan o, en 
su caso, de los derechos al cobro de los mismos, respecto al 
cumplimiento de todo tipo de obligaciones que deriven de dichos 
contratos o de cualesquier otros actos jurídicos relacionados con 
los mismos; y para la celebración de las demás modalidades y 
actos jurídicos que, en términos de lo previsto por la misma, la 
requieran;  

 
(Adic. según Dec. 689, publicado en el P.O. No. 153 del 19 de 
diciembre del 2012). 

 
XXII. Revisar y fiscalizar la Cuenta Pública del año anterior, discutiendo, 

aprobando o desaprobando, en su caso, un dictamen que su 
Comisión de Fiscalización elabore, del Informe General Ejecutivo 
del Resultado de la Fiscalización Superior que emitirá la Auditoría 
Superior del Estado, así como de los Informes Individuales de la 
Revisión y Fiscalización de la Cuenta Pública del Gobierno del 
Estado y de los Gobiernos Municipales y de la información sobre 
la aplicación de los recursos públicos estatales o municipales, 
asignados a los organismos paraestatales o paramunicipales y 
órganos constitucionales autónomos, en los términos previstos por 
las leyes, elaborados por la Auditoría Superior del Estado, con el 
objeto de someterlo a votación del Pleno; dicho dictamen 
contendrá no solo las valoraciones técnicas de la Auditoría sino 
también sus propias valoraciones de los resultados. Asimismo el 
Congreso revisará y evaluará la gestión financiera de los entes 
fiscalizados, la comprobación de si se ha ajustado a los criterios 
señalados por el presupuesto y la verificación del cumplimiento de 
los objetivos contenidos en los programas. La función de 
fiscalización se desarrollará conforme a los principios de legalidad, 
definitividad, imparcialidad y confiabilidad. Asimismo, se deberá 
fiscalizar las acciones de los Municipios en materia de fondos, 



recursos locales y deuda pública. Los informes de auditoría 
relativos a la fiscalización tendrán carácter público. 

 
                  La revisión de la Cuenta Pública se realizará a través de la 

Auditoría Superior del Estado, utilizando entre otros métodos el de 
la auditoría forense. Si del examen que ésta realice aparecieran 
discrepancias entre las cantidades correspondientes a los 
ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y las 
partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación en los 
ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán las 
responsabilidades de acuerdo con la Ley. En el caso de la revisión 
sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas, dicha 
autoridad sólo podrá emitir las recomendaciones para la mejora en 
el desempeño de los mismos, en los términos de la Ley. 

 
 La Cuenta Pública de los entes fiscalizados del ejercicio fiscal 

correspondiente deberá ser presentada al Congreso del Estado a 
más tardar el 31 de marzo del año siguiente. Sólo se podrá ampliar 
el plazo de presentación cuando medie solicitud de los titulares o 
representantes de los poderes del estado, de cualquier 
Ayuntamiento o del órgano constitucional autónomo que se trate, 
respectivamente, suficientemente justificada a juicio de la 
Legislatura, la prórroga no deberá exceder de 30 días naturales y, 
en tal supuesto, la Auditoría Superior del Estado contará con el 
mismo tiempo adicional para la presentación de los informes 
respectivos.  

 
                  El Congreso del Estado concluirá la revisión de la Cuenta Pública, 

a más tardar el 30 de noviembre del año de su presentación, con 
base en el análisis de su contenido, así como de los dictámenes y 
valoraciones que la Comisión de Fiscalización elabore, respecto 
de las conclusiones técnicas del Informe General Ejecutivo del 
Resultado de la Fiscalización Superior que emitirá la Auditoría 
Superior del Estado, así como de los Informes Individuales de la 
Revisión y Fiscalización de la Cuenta Pública del Gobierno del 
Estado y de los Gobiernos Municipales y de la información sobre 
la aplicación de los recursos públicos estatales o municipales, 
asignados a los organismos paraestatales o paramunicipales y 
órganos constitucionales autónomos, en los términos previstos por 
las leyes. 

                   
                  El Congreso del Estado evaluará el desempeño de la Auditoría 

Superior del Estado y al efecto le podrá requerir que le informe en 
cualquier momento sobre la evolución de sus trabajos ordinarios y 
extraordinarios de fiscalización. 

                  (Ref. Según Decreto No. 197, de fecha 30 de junio de 2022, 
publicado en el P.O. No. 099,  de fecha 17 de agosto  de 2022). 



 
XXII Bis. Solicitar a la Auditoría Superior del Estado, por medio del Pleno, 

la Junta de Coordinación Política o la Comisión de Fiscalización la 
realización de auditorías específicas. (Ref. Según Decreto No. 
197, de fecha 30 de junio de 2022, publicado en el P.O. No. 099,  
de fecha 17 de agosto  de 2022). 

 
XXII Bis A. Expedir la ley que regule la organización de la Auditoría Superior 

del Estado y demás que normen la gestión, control y evaluación 
de los Poderes del Estado, municipios y sus respectivos entes 
públicos; (Adic. por Decreto 517 de fecha 25 de marzo, publicado 
en el Periódico Oficial No. 129 de fecha 27 de octubre del año 
2004) 

 
XXII Bis B. Coordinar y evaluar, sin perjuicio de su autonomía técnica y de 

gestión, el desempeño de las funciones de la Auditoría Superior 
del Estado, en términos de la ley; (Adic. por Decreto 517 de fecha 
25 de marzo, publicado en el Periódico Oficial No. 129 de fecha 27 
de octubre del año 2004) 

 
XXIII. Autorizar por el voto de las dos terceras partes de sus miembros 

presentes los montos máximos para en las mejores condiciones 
del mercado contratar empréstitos y obligaciones por parte del 
Estado, organismos autónomos, los Municipios así como los 
organismos públicos descentralizados estatales y municipales, 
empresas de participación estatal o municipal, y fideicomisos 
públicos estatales y municipales, previo análisis de su destino, 
capacidad de pago y en su caso, el otorgamiento de garantía o el 
establecimiento de la fuente de pago, de conformidad con las 
bases de las leyes establecidas de la materia. (Ref. Según Decreto 
No. 141, de fecha 27 de junio del 2017, publicado en el P.O. No. 
086 de fecha 07 de julio de 2017). 

 
XXIII Bis. Ejercer las acciones necesarias para el debido cumplimiento de 

las disposiciones en materia de disciplina financiera, equilibrio 
presupuestario y responsabilidad hacendaria, en términos de la 
legislación aplicable. (Adic. Según Decreto No. 141, de fecha 27 
de junio del 2017, publicado en el P.O. No. 086 de fecha 07 de 
julio de 2017). 

 
XXIII Bis A. Autorizar al Ejecutivo del Estado la celebración de convenios con 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para adherirse al 
mecanismo de contratación de deuda estatal garantizada. (Adic. 
Según Decreto No. 141, de fecha 27 de junio del 2017, publicado 
en el P.O. No. 086 de fecha 07 de julio de 2017). 

 



XXIV. Reconocer, aprobar y ordenar el pago de la Deuda Preferente del 
Estado. 

 
XXV. Expedir Leyes de carácter fiscal y establecer, mediante 

disposiciones generales, las bases y supuestos para el 
otorgamiento de subsidios, estímulos e incentivos y para la 
condonación de adeudo a favor del Estado. (Ref. según Decreto 
No. 5 de fecha 2 de enero de 1981, publicado en el Periódico 
Oficial No. 1 Bis, de fecha 2 de enero de 1981). 

 
XXVI. Discutir y aprobar anualmente, las leyes de ingresos de los 

Municipios del Estado, teniendo en cuenta las iniciativas que estos 
presenten. (Ref. según Decreto No. 63 de fecha 28 de abril de 
1966, publicado en el Periódico Oficial No. 63, de fecha 26 de 
mayo de 1966). 

 
XXVII. Facultar al Ejecutivo del Estado para que con las limitaciones que 

sean necesarias, represente a éste por sí o apoderado especial, 
en los casos en que corresponda. 

 
XXVIII. Conceder o no los premios y recompensas que proponga el 

Ejecutivo del Estado a los que hayan prestado servicios eminentes 
al mismo. (Ref. según Decreto No. 95 de fecha 1 de abril del 2008, 
publicado en el Periódico Oficial No. 063, de fecha 26 de mayo del 
2008). 

 
XXIX. Conceder amnistía por delitos cuyo conocimiento pertenezca a los 

tribunales del Estado. (Ref. según Decreto No. 565 de fecha 19 de 
enero de 2021, publicado en el P.O. No. 023, de 22 de febrero de 
2021). 

 
XXX. Rehabilitar en los derechos de ciudadana o ciudadano a quienes 

tengan perdido o suspenso su ejercicio de acuerdo con las leyes. 
(Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El 
Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
XXXI. Habilitar de edad a los menores que reúnan los requisitos exigidos 

por la ley. 
 

XXXII. Fijar las bases para las concesiones que deba otorgar el Ejecutivo, 
en los casos que no haya una ley especial que las determine. 

 
XXXIII. Expedir las leyes que fueren necesarias para hacer efectivas las 

facultades anteriores y todas las otras concedidas por esta 
Constitución a los Poderes del Estado. (Ref. según Decreto No. 5 
de fecha 2 de enero de 1981, publicado en el Periódico Oficial No. 
1 Bis, de fecha 2 de enero de 1981). 



 
     XXXIII Bis. Para expedir leyes que regulen actividades relativas a la 

prestación de servicios inmobiliarios. (Adic. según Decreto No. 664 
de fecha 01 de agosto de 2001, publicado en el Periódico Oficial 
No. 144, de fecha 30 de noviembre de 2001). 

 
XXXIV Citar a comparecer a la autoridad o servidor público que se 

hubieren negado a aceptar o cumplir una recomendación de la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos, para el efecto de que 
expliquen el motivo de su negativa. 

 
Lo anterior, a solicitud de la Presidenta o del Presidente de ese 
organismo y previo Dictamen de procedencia emitido por las 
Comisiones Permanentes de Derechos Humanos y la relativa al 
cargo que desempeñen dichos servidores, aprobado por el Pleno. 
(Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El 
Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
XXXV. Elegir a la Fiscal o el Fiscal General del Estado y objetar su 

remoción, en los términos que precisa esta Constitución, así como 
tomarle la protesta de ley. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado 
en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 
de julio de 2026.) 

 
XXXVI. Ratificar el nombramiento de la Secretaria o Secretario encargado 

del control interno que haya nombrado el Ejecutivo del Estado. 
(Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El 
Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
XXXVII.  Designar, por el voto de las dos terceras partes de sus miembros 

presentes, a las personas titulares de los órganos internos de 
control de los organismos con autonomía reconocida en esta 
Constitución que ejerzan recursos públicos. (Ref. Según Decreto 
No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” 
No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
XXXVIII.  Expedir la Ley que instituya el Sistema Estatal y Municipal 

Anticorrupción. (Adic. Según Decreto No. 96 de fecha 14 de marzo 
de 2017, publicado en el Periódico Oficial No. 035 del 17 de marzo 
del 2017). 

 
XXXIX.  Expedir la Ley que establece la estructura orgánica del Tribunal de 

Justicia Administrativa, y las formalidades que establecen sus 
facultades, procedimientos, formalidades jurisdiccionales y los 
medios de impugnación contra sus resoluciones, dotado de plena 
autonomía para dictar sus fallos, y que establezca su organización, 
su funcionamiento y los recursos para impugnar sus resoluciones. 



(Adic. Según Decreto No. 96 de fecha 14 de marzo de 2017, 
publicado en el Periódico Oficial No. 035 del 17 de marzo del 
2017). 

 
XL.  Expedir la Ley de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables 
por los actos u omisiones en que éstos incurran y las que 
correspondan a los particulares vinculados con faltas 
administrativas graves que al efecto prevea, así como los 
procedimientos para su aplicación. (Adic. Según Decreto No. 96 
de fecha 14 de marzo de 2017, publicado en el Periódico Oficial 
No. 035 del 17 de marzo del 2017). 

 
XLI.   Las demás que las leyes le otorguen. (Adic. Según Decreto No. 96 

de fecha 14 de marzo de 2017, publicado en el Periódico Oficial 
No. 035 del 17 de marzo del 2017). 

 
Art. 44. El Congreso no podrá: 
 

I. Expedir leyes que violen los derechos individuales y los preceptos 
establecidos por la Constitución Federal o por la particular del 
Estado. 

 
II. Delegar sus facultades legislativas. Sólo en caso de guerra 

extranjera podrá delegar al Ejecutivo del Estado, facultades en 
Hacienda y Guerra. 

 
SECCIÓN III 

DE LA INICIATIVA Y FORMACIÓN DE  
LAS LEYES 

 
Art. 45. El derecho de iniciar leyes y decretos o sus reformas compete: 
 

I. A las Diputadas y los Diputados del Congreso del Estado de 
Sinaloa; (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico 
Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 
2026.) 

 
II. A la Gobernadora y al Gobernador del Estado; (Ref. Según 

Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
III. Al Supremo Tribunal de Justicia del Estado; 

 
IV. A los Ayuntamientos del Estado; 

 



V. A las ciudadanas y ciudadanos sinaloenses; (Ref. Según Decreto 
No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” 
No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
VI. A los grupos legalmente organizados en el Estado. 

 
Las iniciativas presentadas por las Diputadas y Diputados del Congreso, por la 
Gobernadora o el Gobernador, por el Supremo Tribunal de Justicia y por los 
Ayuntamientos, pasarán desde luego a Comisión. (Ref. Según Decreto No. 425, 
publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio 
de 2026.) 
 
Por cada período ordinario de sesiones, la Gobernadora o el Gobernador podrá 
presentar hasta dos iniciativas con el carácter de preferente, que deberán ser 
votadas por el Pleno del Congreso en un término máximo de diez días naturales. 
(Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Para que la iniciativa con el carácter de preferente sea rechazada en lo general o 
modificada en lo particular, se requerirá el voto de las dos terceras partes de las y 
los integrantes del Congreso presentes al momento de la votación. (Ref. Según 
Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, 
de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
No podrán tener el carácter de preferente las iniciativas que la persona titular del 
Ejecutivo Estatal presente en materia presupuestal, al sistema electoral y de 
partidos, ni modificaciones constitucionales. (Ref. Según Decreto No. 425, 
publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio 
de 2026.) 
 
Los Grupos Parlamentarios del Congreso tendrán derecho de presentar iniciativas 
cuando éstas se apeguen a la plataforma electoral del partido político al que estén 
afiliados, a la agenda legislativa que su grupo parlamentario hubiere presentado, 
así como a las políticas públicas que el Ejecutivo Estatal esté aplicando. En el caso 
de las diputadas y diputados sin Grupo Parlamentario, la presentación de iniciativas 
preferentes se hará previa solicitud expresa que de conformidad con la Ley hagan 
a las instancias de gobierno del Congreso. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado 
en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Cada Grupo Parlamentario constituido con apego a la ley, podrá presentar una 
iniciativa con el carácter de preferente por cada año de ejercicio constitucional. No 
podrán tener el carácter de preferente las iniciativas que los grupos parlamentarios 
presenten en materia presupuestal, al sistema electoral y de partidos, ni 
modificaciones constitucionales. (Adic. según Decreto No. 398 de fecha 22 de 
diciembre de 2011, publicado en el Periódico Oficial No. 038 del 26 de marzo del 
2012).  
 



La Ley Orgánica del Congreso especificará los trámites que tenga cada una de esas 
iniciativas.  (Adic. Según Decreto No. 398 de fecha 22 de diciembre de 2011, 
publicado en el Periódico Oficial No. 038 del 26 de marzo del 2012).  
 
Art. 46. Todo proyecto de Ley o Decreto se discutirá con sujeción a las 
disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso, observándose además las 
siguientes prevenciones generales. (Ref. según Decreto No. 67 de fecha 10 de abril 
de 1979, publicado en el Periódico Oficial No. 47, de fecha 18 de abril de 1979). 
 

I. Tres días a los menos, antes de la discusión de las leyes o 
decretos, la Cámara dará aviso al Ejecutivo del Estado o al 
Supremo Tribunal de Justicia, o con la oportunidad necesaria, a 
los Ayuntamientos en sus respectivos casos, a fin de que si lo 
estiman conveniente, envíen un Representante, que con voz, pero 
sin voto, tome parte en las discusiones. 

 
II. Las votaciones de leyes o decretos, serán siempre nominales. 

 
III. Aprobado por el Congreso un proyecto de ley o decreto, se remitirá 

al Ejecutivo, quien si no tuviere observaciones que hacer, lo 
promulgará inmediatamente. 

 
IV. Se reputará aprobado por el Ejecutivo, todo proyecto de ley o 

decreto no devuelto con observaciones al Congreso dentro de los 
primeros ocho días útiles contados desde la fecha en que lo reciba, 
a no ser que corriendo ese término, hubiere el Congreso cerrado 
sus sesiones; en este caso, la devolución deberá hacerse el primer 
día útil del nuevo período de sesiones. 

 
V. El proyecto de ley o decreto desechado en todo o en parte por el 

o la titular del Ejecutivo, será devuelto con sus observaciones, 
dentro de los ocho días siguientes, a aquel en que lo recibió, para 
que se estudie nuevamente; más si el Congreso lo ratifica por el 
voto de las dos terceras partes de las Diputadas y Diputados 
presentes, pasará de nuevo el proyecto al Ejecutivo, para su 
inmediata promulgación. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado 
en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 
de julio de 2026.) 

 
VI. Si un proyecto de ley o decreto fuere desechado en parte o 

modificado por el o la Titular del Ejecutivo, la nueva discusión se 
concretará a sólo lo desechado o modificado. Si las modificaciones 
del Ejecutivo fueren aprobadas por las dos terceras partes de las 
Diputadas y Diputados presentes, el proyecto se remitirá de nuevo 
para su inmediata promulgación. (Ref. Según Decreto No. 425, 
publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, 
de fecha 24 de julio de 2026.) 



 
VII. Todo proyecto de ley o decreto que fuere desechado por el 

Congreso, no se volverá a presentar en el mismo período de 
sesiones. 

 
VIII. En la aclaración, reforma o abrogación de las leyes o decretos, se 

observarán los mismos trámites establecidos para su formación. 
 

IX. El Ejecutivo del Estado no podrá hacer observaciones a las 
resoluciones del Congreso: 

 
A) Cuando éste ejerza funciones de Colegio Electoral o de 

Jurado. 
 

B) En los decretos de convocatoria a elecciones para 
servidores públicos del Estado y Municipios. (Ref. según 
Decreto No. 161 de fecha 19 de febrero de 1985, 
publicado en el Periódico Oficial No. 25, de fecha 27 de 
febrero de 1985). 

 
C) En los decretos de apertura y clausura de los período 

(sic ¿períodos?) extraordinarios de sesiones. 
 
Art. 47. Toda ley o decreto será promulgada bajo la firma de la Presidenta o 
Presidente y Secretaria o Secretario del Congreso, en la siguiente forma: “El 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Sinaloa, representado por su... (número 
de orden)... Legislatura, ha tenido a bien expedir la siguiente Ley... (número de 
nombre oficial de la Ley o Decreto)”. Seguirá el texto de la Ley o Decreto y al final, 
el mandato de que se publique y circule para su debida observancia, firmado por la 
Gobernadora o Gobernador del Estado y la Secretaria o Secretario del Ramo a que 
el asunto corresponda. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico 
Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Art. 48. Las leyes y decretos son obligatorios desde el día siguiente al de su 
promulgación, a no ser que en sus mismos textos se designe la fecha en que deban 
comenzar a regir. 
 

SECCIÓN IV 
DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE 

 
Art. 49. Durante los recesos del Congreso del Estado, habrá una Diputación 
Permanente que se integrará bajo la fórmula de nueve Propietarios y nueve 
Suplentes. Cada Grupo Parlamentario contará, como mínimo, con un representante 
propietario y su respectivo suplente. 
 
Las Diputadas y los Diputados de la Diputación Permanente serán elegidos por 
mayoría de votos de las Diputadas y los Diputados presentes, en la última sesión 



de cada Período Ordinario de Sesiones de ejercicio constitucional. (Ref. Según 
Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, 
de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Art. 50. La Diputación Permanente tendrá las siguientes facultades: 
 

I. Recibir y despachar la correspondencia del Congreso, resolviendo 
sólo los asuntos de carácter urgente y que no requieran la 
expedición de una ley o un decreto, o expidiéndolos únicamente 
en los casos a que se refieren las fracciones IV, V, VI y X de este 
artículo. 

 
II. Abrir dictamen sobre todos los asuntos que hubieren quedado sin 

resolución en los expedientes y sobre los que en el receso del 
Congreso se presentaren, para dar a éste cuenta con ellos en el 
próximo período de su reunión. 

 
III. Elegir Presidenta o Presidente Municipal, Regidoras y Regidores, 

Síndicas y Síndicos Procuradores Sustitutos de los Ayuntamientos 
en caso de vacante. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el 
Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de 
julio de 2026.) 

 
IV. Convocar al Congreso a sesiones extraordinarias cuando proceda. 
 
V. Convocar a elecciones extraordinarias cuando fuere conducente. 

 
VI. Nombrar Gobernadora o Gobernador Provisional en los casos que 

esta Constitución determine. (Ref. Según Decreto No. 425, 
publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, 
de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
VII. Recibir la protesta de la Gobernadora o del Gobernador del 

Estado. (Ref. Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico 
Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 
2026.) 

 
VII Bis.     Recibir protesta de las Diputadas y los Diputados suplentes que 

hayan sido llamados para entrar en funciones. (Ref. Según 
Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 
Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
VIII. Conceder licencias a sus propios miembros, a las Diputadas y 

Diputados y demás servidores públicos del Congreso, a la 
Gobernadora o Gobernador y a las Magistradas y Magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado. (Ref. Según Decreto No. 



425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 
088, de fecha 24 de julio de 2026.) 

 
IX. Actuar en substitución de la Comisión de Glosa, para facilitar las 

revisiones de la Contaduría Mayor, hasta producir dictamen que 
someterá a la consideración de la Cámara. 

 
X. Decretar en caso grave, la traslación provisional de los Poderes 

del Estado fuera del lugar de su residencia. 
 

XI. Las que especialmente le encomiende la Cámara, sin constituir 
violación de lo dispuesto en la fracción II del Artículo 44 y las 
demás facultades que se hallan consignadas en esta Constitución. 

 
Art. 51. La Diputación Permanente presentará en la primera sesión del período 
inmediato de la Legislatura, un informe escrito, por el que se dé cuenta del uso que 
haya hecho de sus atribuciones y de los negocios que hubiere despachado. 
 
Art. 52. Cuando por cualquiera causa no pudiere una Legislatura inaugurar un 
período de ejercicios en el día que la ley determina, se seguirá el procedimiento 
establecido en la Ley Orgánica del Congreso del Estado. (Ref.. según Decreto No. 
398 de fecha 22 de diciembre de 2011, publicado en el Periódico Oficial No. 038 del 
26 de marzo del 2012).  
 

SECCIÓN V 
DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO 

(Ref. Por Decreto 517 de fecha 25 de marzo, publicado en el Periódico Oficial No. 
129 

de fecha 27 de octubre del año 2004) 
 
Art. 53. Para dar cumplimiento a sus atribuciones en materia de revisión y 
fiscalización de cuentas públicas, el Congreso del Estado se apoyará en el órgano 
técnico denominado Auditoría Superior del Estado, quien tendrá autonomía técnica 
y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización 
interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley. 
 
Derogado. (Ref. Según Decreto No. 197, de fecha 30 de junio de 2022, publicado 
en el P.O. No. 099,  de fecha 17 de agosto  de 2022). 
 
La Auditoría Superior del Estado podrá iniciar el proceso de fiscalización a partir del 
primer día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio de que las observaciones 
o recomendaciones que, en su caso realice, deberán referirse a la información 
definitiva presentada en la Cuenta Pública; siendo una facultad permanente del 
Congreso del Estado de Sinaloa, instruir al órgano técnico de fiscalización el 
desarrollo de auditorías específicas que surjan a partir de denuncias ciudadanas o 
solicitudes del congreso conforme a la ley reglamentaria. (Ref. Según Decreto No. 



197, de fecha 30 de junio de 2022, publicado en el P.O. No. 099,  de fecha 17 de 
agosto  de 2022). 
 
La Auditoría Superior del Estado, por lo que corresponde a los trabajos de 
planeación de las auditorías podrá solicitar información del ejercicio, en curso, 
respecto de procesos concluidos. 
 
La Auditoría Superior del Estado tendrá a su cargo: 
 
I.  Fiscalizar en forma posterior los ingresos, egresos y deuda; las garantías 

que, en su caso, otorgue el Gobierno Estatal y los Gobiernos Municipales 
respecto a empréstitos; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y 
recursos de los Poderes del Estado, y de los entes públicos, así como realizar 
auditorías sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos 
contenidos en el ejercicio del presupuesto, a través de los informes que se 
rendirán en los términos que disponga la ley. 

 
En los términos que establezcan las leyes fiscalizará, en coordinación con la 
Auditoría Superior de la Federación, las participaciones federales. Asimismo, 
fiscalizará los recursos públicos que se destinen y se ejerzan por cualquier 
entidad, persona física o moral, pública o privada, y los transferidos a 
fideicomisos, fondos y mandatos, públicos o privados, o cualquier otra figura 
jurídica, de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y 
sin perjuicio de la competencia de otras  autoridades y de los derechos de 
los usuarios del sistema financiero. En el caso de los empréstitos, fiscalizará 
el destino y ejercicio de los recursos correspondientes. 

 
Podrá solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de 
ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este 
motivo se entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la 
Cuenta Pública del ejercicio al que pertenece la información solicitada, 
exclusivamente cuando el programa, proyecto o la  erogación, contenidos en 
el presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago diversos 
ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento de los 
objetivos de los programas federales. Las observaciones y recomendaciones 
que, respectivamente, la Auditoría Superior del Estado emita, solo podrán 
referirse al ejercicio de los recursos públicos de la Cuenta Pública en revisión. 
 

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, en las situaciones que determine 
la ley, derivado de denuncias o solicitudes del Congreso, la Auditoría Superior del 
Estado, podrá revisar durante el ejercicio fiscal en curso a las entidades fiscalizadas, 
así como respecto de ejercicios anteriores, a través de auditorías específicas. Las 
entidades fiscalizadas proporcionarán la información que se solicite para la revisión, 
en los plazos y términos señalados por la ley y, en caso de incumplimiento, serán 
aplicables las sanciones previstas en la misma. La Auditoría Superior del Estado 
rendirá un informe específico al Congreso del Estado a través de la Comisión de 
Fiscalización y, en su caso, promoverá las acciones que correspondan ante el 



Tribunal de Justicia Administrativa, la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción o las autoridades competentes. (Ref. Según Decreto No. 197, de fecha 
30 de junio de 2022, publicado en el P.O. No. 099,  de fecha 17 de agosto  de 2022). 
 
II.  Entregar al Congreso del Estado por medio de la Comisión de Fiscalización 

el Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior que 
emitirá la Auditoría Superior del Estado, así como los Informes Individuales 
de la Revisión y Fiscalización de la Cuenta Pública del Gobierno del Estado 
y de los Gobiernos Municipales, así como la información sobre la aplicación 
de los recursos públicos estatales o municipales, asignados a los organismos 
paraestatales o paramunicipales y órganos constitucionales autónomos, en 
los términos previstos por las leyes a más tardar el día último de agosto del 
año de la presentación de la Cuenta Pública. Los Informes General e 
Individuales tendrán el contenido que determine la ley, los Informes 
Individuales incluirán como mínimo un dictamen derivado de la fiscalización, 
un apartado específico con las acciones que la Auditoría haya promovido, así 
como las justificaciones y aclaraciones que, en su caso, los entes fiscalizados 
hayan presentado sobre las mismas. Una vez presentados los Informes 
General e Individuales, en un plazo no mayor a 20 días naturales y no menor 
a 10 días naturales, deberá comparecer previa citación del Congreso la 
persona titular de la Auditoría Superior del Estado, ante el pleno, con 
respecto a la información contenida en dichos informes. (Ref. Según Decreto 
No. 197, de fecha 30 de junio de 2022, publicado en el P.O. No. 099,  de 
fecha 17 de agosto  de 2022). 

 
Para tal efecto, de manera previa a la presentación del Informe General y de 
los Informes Individuales, se darán a conocer a los entes fiscalizados la parte 
que les corresponda de los resultados de su revisión, a efecto de que éstas 
presenten las justificaciones y aclaraciones que correspondan, las cuales 
deberán ser valoradas por la Auditoría Superior del Estado para la 
elaboración de los Informes Individuales.  
 
La persona titular de la Auditoría Superior del Estado enviará a las entidades 
fiscalizadas los Informes Individuales de auditoría que les corresponda, a 
más tardar a los 8 días naturales posteriores a que haya sido entregado el 
Informe Individual de auditoría respectivo al Congreso del Estado, mismos 
que contendrán las recomendaciones y acciones que correspondan para 
que, en un plazo de hasta 20 días naturales, presenten la información y 
realicen las consideraciones que estimen pertinentes; en caso de no hacerlo 
se harán acreedores a las sanciones establecidas en la ley. Lo anterior, no 
aplicará a las promociones de responsabilidades ante el Tribunal de Justicia 
Administrativa, las cuales se sujetarán a los procedimientos y términos que 
establezca la ley. (Ref. Según Decreto No. 197, de fecha 30 de junio de 2022, 
publicado en el P.O. No. 099,  de fecha 17 de agosto  de 2022). 
 
La Auditoría Superior del Estado deberá pronunciarse en un plazo de 30 días 
hábiles sobre las respuestas emitidas por las entidades fiscalizadas 



emitiendo un informe final integral sobre el estado que guardan las 
solventaciones que presentará al Congreso del Estado a través de la 
Comisión de Fiscalización a más tardar el día 1 de noviembre del año de la 
presentación de la cuenta pública. En el caso de las recomendaciones, las 
entidades fiscalizadas deberán precisar ante la Auditoría Superior del Estado 
las mejoras realizadas, las acciones emprendidas o, en su caso, justificar su 
improcedencia. (Ref. Según Decreto No. 197, de fecha 30 de junio de 2022, 
publicado en el P.O. No. 099,  de fecha 17 de agosto  de 2022). 
 
Asimismo, la Auditoría Superior del Estado, el primer día hábil posterior al 
inicio de cada periodo ordinario de sesiones, deberá entregar al Congreso 
del Estado por medio de la Comisión de Fiscalización, los informes con 
respecto al estado que guardan las observaciones, recomendaciones y 
acciones promovidas, correspondientes a cada uno de los Informes 
Individuales de auditoría que haya presentado en los términos de esta 
fracción. En dicho informe, el cual tendrá carácter público, la Auditoría incluirá 
los montos efectivamente resarcidos a la Hacienda Pública Estatal o al 
patrimonio de los entes públicos fiscalizados, como consecuencia de sus 
acciones de fiscalización, las denuncias penales presentadas y los 
procedimientos iniciados ante el Tribunal de Justicia Administrativa. 

 
La Auditoría Superior del Estado deberá guardar reserva de sus actuaciones 
y observaciones hasta que rinda los Informes Individuales y el Informe 
General al Congreso del Estado a que se refiere esta fracción; la ley 
establecerá las sanciones aplicables a quienes infrinjan esta disposición. 

 
III.  Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o 

conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de 
recursos públicos, y efectuar visitas domiciliarias, únicamente para exigir la 
exhibición de libros, papeles o archivos indispensables para la realización de 
sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las formalidades 
establecidas para los cateos.  

 
IV.  Derivado de sus investigaciones, promover las responsabilidades que sean 

procedentes ante el Tribunal de Justicia Administrativa y la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, para la imposición de las 
sanciones que correspondan a los servidores públicos de los entes 
fiscalizados, así como a personas físicas y morales. 

 
Los Poderes del Estado, los Ayuntamientos y las demás entidades fiscalizadas 
facilitarán los auxilios que requiera la Auditoría Superior del Estado para el ejercicio 
de sus funciones y, en caso de no hacerlo, se harán acreedores a las sanciones 
que establezca la ley. Asimismo, los servidores públicos, así como cualquier 
entidad, persona física o moral, pública o privada, fideicomiso, mandato o fondo, o 
cualquier otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos, deberán 
proporcionar la información y documentación que solicite la Auditoría Superior del 
Estado, de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y sin 



perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios 
del sistema financiero. En caso de no proporcionar la información, los responsables 
serán sancionados en los términos que establezca la ley. 
 
El Poder Ejecutivo del Estado o el Ayuntamiento en su caso, aplicará el 
procedimiento administrativo de ejecución, para el cobro de indemnizaciones y 
sanciones pecuniarias que se establezcan por la Auditoria Superior del Estado en 
los términos que establezca la ley. 
 
(Ref. Según Decreto No. 96 de fecha 14 de marzo de 2017, publicado en el 
Periódico Oficial No. 035 del 17 de marzo del 2017). 
 
Art. 54. El Congreso del Estado designará a la persona titular de la Auditoría 
Superior del Estado por el voto de las dos terceras partes de sus miembros 
presentes. La ley determinará el procedimiento para su designación. Dicha o dicho 
titular durará en su encargo siete años y podrá ser nombrado nuevamente por una 
sola vez. Podrá ser removido, exclusivamente, por las causas graves que la ley 
señale, con la misma votación requerida para su nombramiento, o por las causas y 
conforme a los procedimientos previstos en el Título VI de esta Constitución. (Ref. 
Según Decreto No. 425, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 
088, de fecha 24 de julio de 2026.) 
 
Para ser titular de la Auditoría Superior del Estado se requiere ser mexicana o 
mexicano por nacimiento, estar en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles; 
tener treinta y cinco años de edad y menos de setenta al día de la designación, o 
bien no cumplir setenta años durante el ejercicio de sus funciones; gozar de buena 
reputación personal, haber residido efectivamente en el Estado durante los últimos 
dos años y no haber sido condenada o condenado por delito doloso; no haberse 
desempeñado durante los dos años anteriores con cargos de nivel de Secretaria o 
Secretario u homólogos en el Poder Ejecutivo con excepción del encargado de 
control interno; asimismo no haberse desempeñado como Presidenta o Presidente 
Municipal, Síndica o Síndico Procurador, Secretaria o Secretario en los Gobiernos 
Municipales, Diputada o Diputado, Secretaria o Secretario General del Congreso o 
haber sido designado por el Congreso como titular de algún organismo autónomo 
y, cumplir los requisitos establecidos en la ley. (Ref. Según Decreto No. 425, 
publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa” No. 088, de fecha 24 de julio 
de 2026.) 
 
Durante su encargo no podrá formar parte de ningún partido político, ni desempeñar 
otro empleo cargo o comisión, salvo los docentes y los no remunerados en 
asociaciones científicas, artísticas o de beneficencia pública o privada. 
 


